
Aportes respecto del documento preliminar de Instrumento Regional sobre el Acceso 
a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe 
 
 

 
- Respecto del concepto “derechos de acceso” contenido en el artículo 2 (línea 

32 de la página 7) que comprende los derechos de acceso a la información, a la 
participación pública y a la justicia en asuntos ambientales (consagrados en el 
Principio X de la Declaración de Río), se propone el concepto – a nuestro 
parecer más propio y adecuado - de “derechos para la gobernanza ambiental”, 
concepto  que posibilitaría comprender el ejercicio de estos tres derechos en 
toda su complejidad e interdependencia, como condiciones indispensables para 
la gobernanza ambiental.      
 

- Respecto de la denominación “grupos en desventaja” contenida en el artículo 2 
(línea 36 de la página 7) se propone la denominación – a nuestro parecer más 
propia y adecuada – de “grupos en mayor vulnerabilidad”, la cual no alude a 
una situación subjetiva de presunta “desventaja”, sino más bien a una situación 
contextual – objetiva – de mayor vulnerabilidad producto de las circunstancias 
sociales, económicas y culturales concretas.  

 

- Respecto del concepto de “participación pública” contenida en el artículo 2 
(líneas 33 a la 35 de la página 8) se propone la adición “(…) a través de formas 
institucionalizadas y cualquier otro mecanismo legítimo de participación”, a 
efectos de no constreñir la participación pública a formas necesariamente pre 
establecidas (“institucionalizadas”), sino ampliar sus posibilidades a otras 
formas legítimas que puedan aparecer en las dinámicas sociales.    

 

- Respecto de los principios contenidos en el artículo 3 (páginas 9 y 10), se 
recomienda incluir el denominado principio de Publicidad de la Información 
Pública, según el cual toda la información producida por el Estado se considera, 
en principio, pública, existiendo excepciones expresas contenidas en la 
normativa en atención de otros principios o bienes constitucionales (la 
intimidad personal, la seguridad nacional, entre otros).  
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- Respecto del plazo establecido para atender las solicitudes de acceso a la 
información pública ambiental, contenido en el artículo 6.12 (líneas 28 al 30 de la 
página 14), se propone la adición al final del párrafo “(…) será de treinta días 
hábiles contados a partir de la recepción de la misma o un plazo menor en caso 
que alguno de los Estados partes del presente instrumento lo prevea 
expresamente en su normativa interna”. Dicha adición se recomienda a efectos 
de mantener los plazos menores que puedan existir en las normativas 
nacionales (por ejemplo, en el caso peruano, el plazo establecido de siete días 
hábiles para toda solicitud de acceso a la información pública).    
 

- Respecto de la posibilidad de prorrogar el plazo inicial para atender las 
solicitudes de acceso a la información ambiental, contenida en el artículo 6.13 
(líneas 32 a la 37 de la página 14), se propone una adición al final del párrafo 
“(…) por un período de hasta veinte días hábiles adicionales o por un período 
menor en caso que alguno de los Estados partes del presente instrumento lo 
prevea expresamente en su normativa interna”. Dicha adición se recomienda a 
efectos de mantener los plazos menores que puedan existir en las normativas 
nacionales (por ejemplo, en el caso peruano, el período adicional establecido es 
de cinco días hábiles para toda solicitud de acceso a la información pública).    

 

- Respecto de la afectación de personas o grupos pertenecientes a pueblos 
indígenas, contenida en el artículo 8.14 (líneas 9 al 11 de la página 19), se 
recomienda una redacción sustitutoria más precisa en los siguientes términos 
“Cuando se afecte a personas o grupos pertenecientes a pueblos indígenas, las 
Partes velarán por el respeto de la normativa nacional y los estándares 
internacionales sobre el ejercicio de sus derechos colectivos (en especial, 
aquellos contenidos en el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas) que les sean aplicables”.  
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